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Providencia:

Sentencia  - Apelación -15 de mayo de 2018

Radicación Nro. :
  
66001-31-10-003-2016-00491-01
Demandante:

MARÍA CRISTINA JARAMILLO MARTÍNEZ
Demandado: 

JUAN CARLOS ÁNGEL ÁNGEL.
Proceso:
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Temas: 


VERBAL (PETICIÓN DE HERENCIA) / FALTA DE LEGITIMACIÓN POR ACTIVA DEL LEGATARIO / UNIVERSALIDAD VS SINGULARIDAD / CONFIRMA - Para entender su contenido, lo primero que se debe distinguir es que se llaman herencias las asignaciones que se hacen a título universal, en tanto que son legados, aquellas que se otorgan a título singular; así lo establece el artículo 1011 del C. Civil, que agrega que el asignatario de aquellas es un heredero, y el de estas, un legatario. Y es universal aquella asignación en la que se sucede al difunto en todos sus bienes, derechos y obligaciones transmisibles o en una cuota parte de ellos, como la mitad, el tercio o el quinto; y singular, si solo se sucede en una o más especies o cuerpos ciertos, o en una o más especies determinadas de cierto género, según lo prescribe el artículo 1008 del mismo estatuto. 

Diferencia hay entre una y otra condición; basta ver los artículos 1155 y 1162 para tener por sentado que los herederos representan a la persona del testador para sucederle en todos sus derechos y obligaciones y asumir las cargas testamentarias, en tanto que los legatarios no lo representan, y sus derechos y cargas no van más allá de las que se les confieran o impongan, salvo las excepciones que señala la última norma mencionada. 

Distinción que permite señalar, a tono con el citado artículo 1321, que en la acción de petición de herencia, lo que se disputa, precisamente, es la calidad de heredero, de igual o mejor derecho que aquel que se hizo adjudicar la herencia, para que esa universalidad, o una cuota parte de ella, vuelvan a la sucesión y se le pueda adjudicar o redistribuir. No se trata de la restitución de un determinado bien, sino de la universalidad. Es evidente, entonces, que el legatario, para la defensa de sus derechos, debe acudir a una acción diferente, dado que, como se verá, su título está en el testamento mismo y, en consecuencia, en caso de ser preterido en una sucesión, lo que le queda, en principio, es perseguir que se le entregue o se le permita el usufructo de una cosa singular, lo que, en principio, puede hacer acudiendo a la acción reivindicatoria.
(…)

Con ese derrotero, surge palmario que desde la génesis del litigio se acudió a una senda equivocada, sin que pueda sostenerse que, caprichosamente, la falladora de primera sede o esta Colegiatura se oponen a definir de fondo el asunto, porque como bien se dijo en primera instancia, la legitimación en la causa es un presupuesto para la prosperidad de las pretensiones que, ante su ausencia, están llamadas al fracaso, lo que implica una definición de la litis. 

Tampoco comparte la Sala la insinuación que contiene la alzada acerca de que se omitió ajustar el asunto a la acción correspondiente. Ello hubiera implicado una interpretación de la demanda que para el caso era manifiestamente improcedente, si bien quedó claro que la pretensión estaba dirigida, y así se mantuvo durante todo el trámite, se repite, como se observa a folios 100, 117 y 120 del cuaderno 1, hacia una petición de herencia que, como se advirtió, tiene por finalidad proteger los personalismos derechos de quien albergue la calidad de heredero. En tanto que, como legataria que es, y eso lo reconoce expresamente, la demandante ha debido ajustar su pretensión a otra vía. Resultaría totalmente enrevesado pretender que, en sede jurisdiccional, se ajusten las declaraciones del demandante, las que en principio, ponen sobre la mesa las condiciones con las que han de desenvolverse la contraparte y el fallador, y trazan el horizonte de la deliberación. Justamente, contrario a lo dicho en la sustentación del recurso, haber seguido el camino de la petición de herencia, que el escogido por la demandante, garantizaba el derecho de defensa de quien bajo esas condiciones fue convocado. 
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HECHOS:

1. María Cristina fue casada con Jorge Eduardo Ángel Escalante.

2. Ángel Escalante otorgó testamento el 4 de julio de 1995, con EP 2022, y manifestó que asignaba a su cónyuge Jaramillo Martínez, mientras viviera, con imputación a la cuarta de libre disposición, el usufructo de los predios La Yoyita y La Marina, lo mismo que los bienes muebles. 

3. Además, señaló que si el derecho de usufructo fuera insuficiente para su sostenimiento, sus hijos y en especial el demandado, la socorrerían con el producto de los otros bienes o el de su venta. 

4. También, que en caso de ser perturbada en su derecho por cualquier legatario, este perdería lo que se le dejó. 

5. Los esposos se divorciaron y disolvieron la sociedad conyugal el 28 de diciembre de 2012, según escritura 4312. 

6. Falleció Ángel Escalante el 6 de diciembre de 2013.

7. Se protocolizó su sucesión en escritura pública 3516 del 14 de diciembre de 2015 y se le adjudicó la masa herencial al demandado, incluyendo los inmuebles La Yoyita y La Soledad. 

8. La demandante fue excluida. 

PRETENSIONES

1. Que se declare que María Cristina Jaramillo Martínez tiene derecho en concurrencia. 

2. Que se ordene modificar el trabajo de partición, en relación el usufructo legado.

3. Que se condene al demandado al pago de los frutos civiles y naturales. 

4. Que se condene en costas. 

RESPUESTA
1. No existe ningún inmueble con el nombre de La Marina.

2. La demandante tiene medios para su subsistencia. 

3. Nadie ha perturbado sus derechos. 

4. Para cuando se protocolizó la sucesión, el demandado desconocía el testamento. 

EXCEPCIONES: (i) Indignidad sucesoral, porque la demandante ocultó el testamento; (ii) nulidad relativa del testamento por indebida identificación del predio La Yoyita y la inexistencia de La Marina; (iii) error en la asignación por error de hecho que recae en la persona, porque la demandante ya no era la cónyuge de Ángel Escalante para cuando falleció; (iv) buena fe, pues el demandado nada sabía del testamento; (v) buena fe en la posesión, por cuanto adquirió las cosas por medio legítimo; (vi) genérica. 

Se opuso a lo pretendido. 

Se decretaron y practicaron pruebas. 

SENTENCIA

Negó las pretensiones por falta de legitimación en la causa y por cuanto a la muerte del causante, ya la demandante no era su cónyuge. 

APELACIÓN

Apeló la parte demandante, que hizo estos reparos: 

(i) Como la cuarta de libre disposición hace parte de la herencia, la solicitud para el reconocimiento del legado y la modificación de la partición resultan de una petición de herencia. 

(ii) Nunca se invocó la calidad de heredera, sino la de legataria y en esa condición pudo interpretarse que ejercía una acción atípica para que se le reconociera el derecho y se adoptaran las decisiones pertinentes.

(iii) La acción reivindicatoria exige la titularidad del bien, por lo que afirmar que ese era el camino de la demandante es desconocer el concepto de la sucesión como modo de adquirir los bienes y derechos ajenos. Por tanto, era necesario que el usufructo se radicara en cabeza de la legataria para poderlo reivindicar. 

(iv) La interpretación que hace la juez sobre la pérdida de la calidad de legataria de la demandante al haberse divorciado y liquidado la sociedad conyugal antes de la muerte de Ángel Escalante, es restrictiva y subjetiva, porque solo consagra la posibilidad de un nuevo testamento por muerte de uno de los cónyuges, y deja por fuera el efecto del divorcio vincular. Y ese no fue el querer del testador. 

SUSTENTACIÓN

En los mismos términos ya plantados en primera instancia. 
CONSIDERACIONES

1. Concurren los presupuestos procesales y no se advierte causal de nulidad que afecte lo actuado. 

2.
El problema jurídico consiste en definir si se confirma la sentencia de primer grado que negó las pretensiones por falta de legitimación en la causa por activa, habida cuenta de que para incoar la acción de petición de herencia es requisito indispensable ostentar la calidad de heredero, o si, por el contrario, como sugiere la recurrente, esta senda procesal es idónea para que se reconozcan sus derechos patrimoniales derivados de su presunta calidad de legataria, sin perjuicio de que se pueda interpretar su pretensión. . 

3.
Para perfilar lo que es motivo de disenso, se toma nota de un breve derrotero legislativo, que se analizará  a la luz de lo que, reiteradamente, han expuesto doctrina y jurisprudencia. 

En este asunto, ello es diáfano, la parte actora invocó la acción denominada petición de herencia, que reiteró en sus varias intervenciones, por ejemplo, al contestar las excepciones -100, c. 1-, al allegar una prueba -f. 117, c. 1-, incluso al presentar los reparos concretos contra el fallo -f. 120, c.1. Es más, sus fundamentos de derecho parten de la aplicación del artículo 1321 del C. Civil. 
Tal acción, está prevista, precisamente, en dicho canon 1321 del C. Civil, que reza: 
El que probare su derecho a una herencia, ocupada por otra persona en calidad de heredero, tendrá acción para que se le adjudique la herencia y se le restituyan las cosas hereditarias, tanto corporales como incorporales; y aun aquellas de que el difunto era mero tenedor, como depositario, comodatario, prendario, arrendatario, etc., y que no hubieren vuelto legítimamente a sus dueños.

Para entender su contenido, lo primero que se debe distinguir es que se llaman herencias las asignaciones que se hacen a título universal, en tanto que son legados, aquellas que se otorgan a título singular; así lo establece el artículo 1011 del C. Civil, que agrega que el asignatario de aquellas es un heredero, y el de estas, un legatario. Y es universal aquella asignación en la que se sucede al difunto en todos sus bienes, derechos y obligaciones transmisibles o en una cuota parte de ellos, como la mitad, el tercio o el quinto; y singular, si solo se sucede en una o más especies o cuerpos ciertos, o en una o más especies determinadas de cierto género, según lo prescribe el artículo 1008 del mismo estatuto. 

Diferencia hay entre una y otra condición; basta ver los artículos 1155 y 1162 para tener por sentado que los herederos representan a la persona del testador para sucederle en todos sus derechos y obligaciones y asumir las cargas testamentarias, en tanto que los legatarios no lo representan, y sus derechos y cargas no van más allá de las que se les confieran o impongan, salvo las excepciones que señala la última norma mencionada. 
Distinción que permite señalar, a tono con el citado artículo 1321, que en la acción de petición de herencia, lo que se disputa, precisamente, es la calidad de heredero, de igual o mejor derecho que aquel que se hizo adjudicar la herencia, para que esa universalidad, o una cuota parte de ella, vuelvan a la sucesión y se le pueda adjudicar o redistribuir. No se trata de la restitución de un determinado bien, sino de la universalidad. Es evidente, entonces, que el legatario, para la defensa de sus derechos, debe acudir a una acción diferente, dado que, como se verá, su título está en el testamento mismo y, en consecuencia, en caso de ser preterido en una sucesión, lo que le queda, en principio, es perseguir que se le entregue o se le permita el usufructo de una cosa singular, lo que, en principio, puede hacer acudiendo a la acción reivindicatoria.

Con el propósito de ir decantando lo que es objeto de réplica, se trae a colación el siguiente extracto jurisprudencial, que no por añejo pierde vigencia, y que, por su luminosidad, se transcribe, en lo que tiene que ver con la improcedencia de la acción de petición de herencia en cabeza del legatario: 

Prueba contundente de todo ello es el contraste que marca la segunda parte del cargo,  en la que el recurrente sí presenta su posición jurídica que aspira se anteponga a la del tribunal,  diciendo, en compendio, que éste se equivoca al creer que la petición de herencia no le asiste al legatario;  y para hacerlo,  rebate el entendimiento y el alcance que ha de dársele al artículo 1321 del Código Civil.  Pretensión ésa que el sentenciador sí despachó en el fondo.

Lo que ahora sucede es que el recurrente carece de razón jurídica. Conócese perfectamente,  en efecto, que quizás el más acusado atributo de los derechos reales está en el derecho de persecución que les es propio, para cuya efectividad el legislador ha previsto y reglamentado de manera intensa las acciones pertinentes. Y bien es cierto que la acción que por antonomasia sirve a ese propósito es la reivindicatoria, como que cuadra con la naturaleza jurídica de la gran mayoría de los derechos reales;  por excepción no cabe en tratándose del de herencia,  pues su característica esencial,  cual es la de ser una universalidad jurídica, se opone a la singularidad que es inmanente en la reivindicación. Fue necesario, así, reglamentar una acción especial que se denomina petición de herencia y que disciplinan los artículos 1321 y siguientes del Código Civil.

De ahí que el artículo 948 del mismo cuerpo normativo hubiese dispuesto terminantemente: "Los otros derechos reales pueden reivindicarse como el dominio,  excepto el derecho de herencia". Y que hubiera agregado en el inciso segundo: "Este derecho produce la acción de petición de herencia,  de que se trata en el libro 3o.".

Ahora bien. Cuanto hace a la titularidad de la petición de herencia, ha de decirse exactamente lo que corresponde con los demás derechos reales. Puede ejercitarla quien sea el titular del correspondiente derecho: verbi gratia, en el de dominio el propietario,  y en el de la herencia el heredero; cosa en la que quiso ser explícita la ley, pues para éste último dispuso en el artículo 1321 atrás mencionado:

"El que probare su derecho a una herencia,  ocupada por otra persona en calidad de heredero,  tendrá acción para que se le adjudique la herencia y se le restituyan las cosas hereditarias..."

Que es acción que sólo corresponde al heredero lo tiene suficientemente definido la jurisprudencia, como que en muchas oportunidades ha expresado que "es la que confiere la ley al heredero de mejor derecho para reclamar los bienes de la herencia ocupados por otra persona,  que también alega título de heredero. Es, pues, una controversia en que se ventila entre el demandante y el demandado a cuál de ellos le corresponde en todo o en más parte el título de legítimo sucesor del causante en calidad de heredero,  y,  de consiguiente, la universalidad de los bienes herenciales o una parte alícuota sobre estos. Por consiguiente,  la cuestión de dominio de los bienes en esta acción es consecuencial y enteramente dependiente de la cuestión principal que allí se discute sobre la calidad de heredero" (XLIX, 229; LXXIV, 19). Hase dicho, en trasunto, que "Es la calidad de heredero en que se apoya el demandante,  controvertida por el demandado heredero,  lo que constituye la cuestión principal de esta especie de acción" (LII, 660).

Así las cosas,  es patente que el legatario,  no siendo heredero, no es titular de la acción de petición de herencia. Y esto porque, concordemente con lo que ya se dejó elucidado,  su derecho no es referido a una universalidad jurídica sino a una cosa singular;  evento que, por lo mismo, se enmarca en la regla general garantizadora del derecho de persecución de los derechos reales. Precisamente porque el legatario ostenta una calidad jurídica distinta de la de heredero, es por lo que el artículo 1162 del código civil enfatiza que no se convierte en heredero ni porque así se lo denomine, aun en el testamento.

De modo que bien estuvo el ad quem cuando en este juicio echó de menos la legitimación de los actores para incoar la petición de herencia,  siendo que son meros legatarios.  Porque viene al caso repetir que no pudiéndose predicar de los actores "la calidad de herederos testamentarios o abintestato del causante (...), la acción de petición de herencia por ellos promovida resulta indudablemente infructuosa" (Cas. Civ. de 28 de noviembre de 1990, proceso ordinario de Roberto Aconcha Khon y otra contra María Berenice Khon Sattler). (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil y  Agraria, Magistrado Ponente Rafael Romero Sierra, 20 de mayo de 1997, expediente No. 4754)

También la doctrina se ha encaminado por señalar que la petición de herencia corresponde al heredero y no al legatario. Hernando Carrizosa Pardo, por ejemplo, en su texto de “Las sucesiones”, ediciones Lerner, p. 325, en una producción de año 1950, señaló que:

Es de la mayor entidad fijar bien cuáles, y de qué naturaleza, son los derechos y las acciones correctivas que tiene el legatario, sobre la cosa materia del legado. El código no trae texto dedicado a definir ese punto, y de ello proceden las incertidumbres que se advierten en la doctrina. El legatario es un sucesor mortis causa  que sucede a título singular. Su causante es el testador; su título, el testamento, y el modo como adquiere es el de la sucesión por causa de muerte. Por consiguiente, si la cosa legada es un cuerpo cierto, el dominio sobre ella, lo adquiere el legatario, desde el día de la muerte de de cujus, y así lo expresa y confirma el artículo 1142, y así lo estiman los autores chilenos, y si es así claro es también que goza de la acción real de dominio para perseguir la cosa alegada aun contra el mismo heredero. Además de esta acción, tiene el legatario, contra el heredero solamente, la acción personal ex testamento, para compelerlo a cumplir la voluntad del testador, exigiendo la entrega. Esta acción es la propia del mandato, porque el heredero, en cuanto obligado, a pagar los legados, obra como verdadero mandatario del testador. 

Lafont Pianetta, en su “Derecho de sucesiones”, T. II, edición 2003, p. alude a la protección de otros asignatarios, como el legatario, y precisa que:
  

Cuando el legado no se ha podido hacer efectivo dentro del proceso de sucesión, el legatario goza de la acción real de reivindicación para obtener la restitución de la especie dejada como legado, ya que el legatario adquiere la propiedad de dicha especie desde la muerte del causante (art. 1142 C.C.)… Pero cuando el legado es de género el legatario puede ejercer las acciones personales pertinentes contra los deudores de dicho legado, la cual debe hacerse en proceso ordinario si se ha negado su existencia o certeza, o en proceso ejecutivo, una vez aprobada la partición o adjudicación de bienes (art. 603)
Y más recientemente, en edición del año 2017, Sonia Esperanza Segura Calvo, en su texto Derecho de Sucesiones, p. 368, afirma que:  
Acciones del legatario. Ha correspondido a la jurisprudencia y la doctrina suplir este vacío observado en el código. El legatario es un sucesor mortis causa que sucede a título singular; su causante es el testador, su título el testamento, y el modo la sucesión por causa de muerte.

(…)
Por lo tanto si el legado es un cuerpo cierto, el dominio de la cosa lo adquiere desde el momento de la muerte del causante así como el derecho de enajenarla y trasmitirla (C.C., art. 1142). En tal caso el legatario goza de la acción de dominio contra el heredero que mantenga la cosa en su poder.

(…)
Fuera de la acción de dominio o reivindicatoria, el legatario dispone de la acción personal denominada ex testamento, que tiene por finalidad primordial, compeler al heredero a que cumpla con la voluntad del testador.

(…)
La tiene el legatario contra el heredero, para obligarlo a cumplir la voluntad del testador, exigiendo la entrega de la cosa objeto del legado. Esta acción es propia del mandato, por tanto el heredero en su gestión de pago de los legados, obra como un verdadero mandatario del testamento.

Luego, al abordar el tema de la acción de petición de herencia, en su página 390, señala: 
Es una acción de carácter real. Se entiende real en consideración a que su objetivo es hacer valer un derecho real, tal y como lo dispone el artículo 665 del Código Civil, cual es el de herencia.

Es una acción propia del heredero con mejor o igual derecho. Esta acción se caracteriza porque la ley le reconoce el derecho a quien tiene el carácter de heredero. Es por esta razón que el objetivo principal de esta acción es que se declare, a quien la interponga, en calidad de demandante, como heredero.” (Segura Calvo Sonia Esperanza. Derecho de Sucesiones, Editorial Ibáñez. Bogotá, Colombia 2017, pág. 390). 
Ahora bien, la mencionada acción de dominio para el legatario, según viene de verse, está consagrada en el artículo 1142 del Código Civil que establece que:
La asignación desde día cierto y determinado, da al asignatario, desde el momento de la muerte del testador, la propiedad de la cosa asignada, y el derecho de enajenarla y trasmitirla; pero no el de reclamarla antes que llegue el día. 

Si el testador impone expresamente la condición de existir el asignatario en ese día, se sujetará a las reglas de las asignaciones condicionales”.
Con ese derrotero, surge palmario que desde la génesis del litigio se acudió a una senda equivocada, sin que pueda sostenerse que, caprichosamente, la falladora de primera sede o esta Colegiatura se oponen a definir de fondo el asunto, porque como bien se dijo en primera instancia, la legitimación en la causa es un presupuesto para la prosperidad de las pretensiones que, ante su ausencia, están llamadas al fracaso, lo que implica una definición de la litis. 
Tampoco comparte la Sala la insinuación que contiene la alzada acerca de que se omitió ajustar el asunto a la acción correspondiente. Ello hubiera implicado una interpretación de la demanda que para el caso era manifiestamente improcedente, si bien quedó claro que la pretensión estaba dirigida, y así se mantuvo durante todo el trámite, se repite, como se observa a folios 100, 117 y 120 del cuaderno 1, hacia una petición de herencia que, como se advirtió, tiene por finalidad proteger los personalismos derechos de quien albergue la calidad de heredero. En tanto que, como legataria que es, y eso lo reconoce expresamente, la demandante ha debido ajustar su pretensión a otra vía. Resultaría totalmente enrevesado pretender que, en sede jurisdiccional, se ajusten las declaraciones del demandante, las que en principio, ponen sobre la mesa las condiciones con las que han de desenvolverse la contraparte y el fallador, y trazan el horizonte de la deliberación. Justamente, contrario a lo dicho en la sustentación del recurso, haber seguido el camino de la petición de herencia, que el escogido por la demandante, garantizaba el derecho de defensa de quien bajo esas condiciones fue convocado. 

Lo que emerge de su reparo, es que el juez ha debido interpretar la demanda. Y es cierto que, en las corrientes actuales, mucho se ha señalado ese deber del juez bajo centenarios principios que rigen su actividad. La Corte Suprema, en Sala de Casación Civil, recientemente recordó en su sentencia SC9184-2017, del 28 de junio de se año, con ponencia del Magistrado Ariel Salazar Ramírez, que: 
La misma idea ha sido reiterada recientemente por nuestra jurisprudencia, que con relación a la delimitación de la demanda por parte del actor, ha sostenido:
«Tal limitación, sin embargo, no es irrestricta, porque sólo se refiere a la imposibilidad del juzgador de variar la causa petendi, pero no así el derecho aplicable al juicio, dado que en virtud del principio iura novit curia las partes no tienen la carga de probar el derecho, salvo contadas excepciones como cuando se trata de derecho extranjero o consuetudinario. En razón de este postulado, los descuidos, imprecisiones u omisiones en que incurren los litigantes al citar o invocar el derecho aplicable al caso deben ser suplidos o corregidos por el juez, quien no se encuentra vinculado por tales falencias.
En razón del postulado “da mihi factum et dabo tibi ius” los jueces no quedan sujetos a las alegaciones o fundamentos jurídicos expresados por el actor, porque lo que delimita la acción y constituye la causa petendi no es la fundamentación jurídica señalada en la demanda –la cual puede ser muy sucinta y no tiene que coincidir con lo que el funcionario judicial considere que es el derecho aplicable al caso–, sino la cuestión de hecho que se somete a la consideración del órgano judicial.
En ese sentido, sólo los hechos sobre los que se fundan las pretensiones constituyen la causa petendi, pero no el nomen iuris o título que se aduzca en el libelo, el cual podrá ser variado por el juzgador sin ninguna restricción». (SC13630-2015. Del 7 de oct. De 2015. Rad.: 73411-31-03-001-2009-00042-01)

La interpretación de la demanda para hacer la labor de diagnosis jurídica o identificación del tipo de acción invocada o elección de la proposición normativa sustancial que rige la litis, en suma, no está sujeta a fórmulas sacramentales de ninguna especie, ni es una opción o mera facultad de los jueces, sino una obligación encaminada a comprender el verdadero significado del problema jurídico que se deja a su consideración, sin la cual no habrá manera de que el sentenciador pueda aplicar al caso la norma sustancial que le permita motivar correctamente su decisión a partir de la demostración de los hechos que ella exige.

Como se observa, tal ejercicio intelectual corresponde al juez en la medida en que la demanda ofrezca dudas, las pretensiones sean ambigüas, o los hechos desborden en una realidad diferente a la que se propone en el libelo. Así lo explicó la misma alta Corporación en su sentencia SC15211-2017, del 26 de septiembre de ese año, con ponencia del Magistrado Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo, y lo viene señalando esta Sala, como ocurrió en la providencia del 8 de febrero del presente año, en el radicado 2013-00359-01, con 01, con ponencia del Magistrado Grisales Herrera. 

De lo contrario, la labor del funcionario está guiada por los pedimentos y la cuestión fáctica que, para el caso, no ofrecían discusión, si, además, los fundamentos de derecho daban cuenta de una acción de petición de herencia. Pero, es más, lo que se quería era que se declarara que María Cristina Jaramillo Martínez tenía derecho de concurrencia en la herencia y que, a partir de allí, se ordenara rehacer el trabajo de partición, cuestiones propias de la de petición de herencia, pero ajenas por entero a la reivindicatoria. 
Por supuesto que aquella sola circunstancia era suficiente para negar las súplicas, así que sobraba la consideración adicional del despacho de primer grado sobre la condición de legataria de la demandante que, según su parecer, perdió por causa del divorcio de su consorte antes de su muerte y, por tanto, antes de que se hiciera efectivo el legado. Esa circunstancia, a juicio de la Sala, es cuestión que, en caso de ventilarse el asunto entre las partes por el cauce adecuado, deberá resolverse allí, pues en esta ocasión lo que interesaba era su posición como heredera de la que, se concluyó, carece. 

De lo brevemente expuesto, surge necesaria la confirmación del fallo de primer grado, por cuanto acertó al señalar que, en lo que atañe a la acción de petición de herencia, la demandante carece de legitimación en la causa, por no ser heredera de igual o mejor derecho, sino legataria. 

Las costas en esta sede, serán a cargo de la recurrente y a favor del demandado; ellas serán liquidadas de manera concentrada, en el juzgado de primera instancia, como manda el artículo 366 del CGP. En auto separado, se fijarán las agencias en derecho. 

DECISIÓN

En mérito de lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 25 de abril de 2017, en este trámite de petición de herencia iniciado por María Cristina Jaramillo Martínez contra Juan Carlos Ángel Ángel.

Costas de segundo grado a cargo de la recurrente y a favor de la parte demandada. Se liquidarán en primera instancia. 

Notificación surtida en estrados

Los Magistrados, 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

